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DECLARACIÓN XI ASAMBLEA GRANADA 2016 
 

PRIMERA ENMIENDA COLEGIO TERRITORIAL DE ALBACETE 
 
1ª.- Enmienda general al contenido de la parte expositiva. Proponemos el siguiente texto 
alternativo que, en el fondo y estructura respeta la propuesta inicial, si bien es más escueto. 

 
Una nueva etapa histórica se está abriendo en nuestra sociedad, nuevos tiempos que exigen 
mayor transparencia y mayor participación de la ciudadanía en unas instituciones públicas que 
necesitan relegitimarse urgentemente. 
 
El diálogo debe llevarse a cabo hoy no solo entre las distintas fuerzas políticas representativas, 
sino también de manera directa entre aquellas y los propios ciudadanos y ciudadanas. 
 
Ellos y ellas tienen derecho a una buena administración que responda a sus inquietudes y dé 
solución a sus problemas, contando con su opinión y con su parecer. 
 
Los secretarios, interventores y tesoreros de Administración Local constituimos un activo de gran 
valor en la necesaria modernización de nuestro sistema político y en el reforzamiento de la calidad 
institucional y organizativa de nuestro sector público local, gracias al plus de imparcialidad e 
independencia con el que actuamos, a los estrictos criterios de mérito y capacidad con los que 
somos seleccionados y a la alta formación y cualificación de nuestro colectivo profesional.  
 
Por ello, no podemos dejar de ser protagonistas en la necesaria profundización de la 
Administración local, facilitando una buena dirección pública profesional, para que se pueda 
liderar esa reinstitucionalización tan necesaria de nuestras entidades locales, desde la 
transparencia y la garantía de los derechos, todo ello con la más estricta objetividad, neutralidad, 
imparcialidad e independencia que aportamos como profesionales de la Administración.  
 
La recesión económica ha traído consigo un empobrecimiento de parte de la población y una 
disminución de las prestaciones del estado del bienestar, a la vez, los casos de corrupción 
desangran a una sociedad estupefacta ante tales desmanes. 
 
Ciertamente, las entidades locales, en su conjunto, han tenido un comportamiento ejemplar en el 
cumplimiento de los objetivos marcados por el Estado, han cerrado sucesivos ejercicios 
demostrando capacidad de financiación y han mantenido el nivel de deuda por debajo de los 
márgenes establecidos. No solo han cumplido con aquello que le habían asignado, sino que con 
sus buenos resultados han conseguido maquillar el incumplimiento de los otros niveles de 
gobierno, el estatal y el autonómico, incapaces de someterse a la disciplina financiera que ellos 
mismos han marcado.      SUPRESION 
 

Fundamento: Entendemos que, si la ponencia va dirigida al Ministerio u otros 
Organismos Autonómicos, que suelen ser los interlocutores con los que se llevan a cabo 
negociaciones, no es conveniente resaltar incumplimientos manifiestos y evidentes por parte de 
los mismos, salvo que por razones de peso se considere absolutamente necesario y en 
cuestiones que afecten directamente a la escala. Con la supresión de este párrafo se contribuye 
a crear un ambiente de colaboración y un clima de cordialidad tan necesario en esas instancias. 
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No es menos cierto que la superación de la crisis ha exigido que los funcionarios que integran 
nuestra escala asuman una especial responsabilidad, de un lado haciéndose cargo de un volumen 
de trabajo en muchos casos abrumador, especialmente en los municipios pequeños, donde la 
escasez de personal destinado a tareas administrativas, que venía siendo una de las mayores 
deficiencias de la gestión pública local española, se ha visto acrecentada por las limitaciones que 
sobre esta materia han impuesto las sucesivas leyes presupuestos generales del estado desde 
hace un lustro.  
 
El otro protagonista de nuestra realidad municipal, junto a la crisis, ha sido lamentablemente la 
corrupción.  
 
Sin perjuicio de las críticas que al modelo de organización político-administrativo de la 
Administración local española pudieran hacerse, lo cierto es que ha sido el ámbito del urbanismo 
durante la época de la burbuja inmobiliaria y en el de los grandes contratos de obra pública o de 
gestión de servicios públicos, donde se han fraguado los grandes casos de corrupción política. Pero 
además de esta corrupción que salta a los noticiarios y a los informativos de la radio y la televisión 
casi a diario, está esa otra corrupción, las corruptelas casi consuetudinarias, habituales de la 
gestión diaria, que actúa como el caldo de cultivo de ese sentimiento de impunidad que permite el 
salto del contrato menor adjudicado al amigo al amaño de una concesión de gran envergadura. 
Solo un dato pondría de relieve la intensidad y extensión de esta pequeña corrupción: ¿qué 
porcentaje del personal laboral de las entidades locales ha tenido su origen en contratos 
temporales sin procedimiento de selección (o procedimientos meramente formales) y han 
devenido en indefinidos por evidentes fraudes de ley? 
 
Ciertamente, entre los casos de corrupción, muy pocos de los afectados son funcionarios y casi 
ninguno pertenece a nuestra escala, pero no es menos cierto que, aunque se han articulado 
algunas medidas muy positivas como la configuración del nuevo régimen disciplinario, que nos 
dota de más independencia, son necesarias nuevas reformas para que estos controles sean más 
efectivos.  
 
Urge, por ello, un pacto de Estado por la ética pública y contra la corrupción, que en lo que a 
nosotros nos afecta redunda en una exigencia que ya hemos planteado anteriormente: un 
régimen jurídico que proteja nuestra independencia e imparcialidad y un marco legal dotado de 
instrumentos que permitan el ejercicio de su función con seguridad jurídica, eficacia y eficiencia, 
con sujeción en cuanto al acceso y provisión de puestos a estrictos principios de mérito y 
capacidad. 
 
La aprobación y pronta entrada en vigor de las nuevas leyes de procedimiento y régimen jurídico, 
ambas de 1 de octubre de 2015, demuestran que la implantación de la administración electrónica 
es un fenómeno inaplazable e inevitable, que se puede hacer desde el liderazgo de los habilitados 
nacionales, pero también sin nosotros, si declinamos esa responsabilidad, lo que a la postre 
resultaría muy perjudicial. Dentro de esta estrategia, la firma electrónica es el instrumento 
esencial de apoyo para el ejercicio de las funciones públicas reservadas: fe pública y 
asesoramiento legal, en este sentido, la aparición de herramientas de firma automatizadas (sello 
de órgano, sello de tiempo, copias electrónicas...), no constituye un peligro o amenaza, sino al 
contrario, una oportunidad. 
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En efecto, algunas de estas nuevas manifestaciones de la fe pública electrónica pertenecen ya al 
ámbito de la llamada actuación administrativa automatizada (AAA), pero otras permanecen y 
deben permanecer en el reducto indelegable de los secretarios, interventores y secretarios-
interventores.  Lo que perdemos en “cantidad” en cuanto al número de actos en los que debemos 
ejercer la fe pública, debemos ganarlo en “calidad”, asumiendo algunos actos que nadie más -ni 
persona, ni máquina- pueden rubricar. El ejemplo paradigmático es el acta de los plenos -por 
supuesto ya electrónica, tanto en formato escrito como audiovisual- que sin duda forma parte de 
este reducto indiscutible que siempre pertenecerá a la función “cuasipersonal” de fe pública del 
secretario, y nunca a la AAA.  
 
En definitiva, entendemos que la firma electrónica es una buena razón para afianzar la 
administración electrónica, también en cuanto al refuerzo de los principios de legalidad y 
transparencia, ya que los parámetros actuales de seguridad de la firma electrónica anulan 
cualquier crítica que pueda efectuarse por desconocimiento de sus características o 
potencialidades. Es por ello que consideramos que es inaplazable abordar definitivamente la 
generalización del procedimiento electrónico a través de la firma electrónica y vincular esta, de 
forma indisoluble, a la función de fe pública secretarial. 
 
ADICIÓN del siguiente párrafo. 
 
En este sentido reiteramos la exigencia de un nuevo régimen jurídico para la habilitación 
nacional y queremos hacernos eco de las cuarenta medidas,- cuatro de ellas específicas para la 
Administración Local-,  que la Comisión de medidas legales y sociales contra la corrupción, 
creada en el seno de la ONG Transparencia Internacional España, e integrada entre otras 
instituciones por el Consejo General de SITAL, ha remitido a los partidos para prevenir y 
combatir la corrupción política e institucional en nuestro país.  
 
Fundamento: Opinamos que puede favorecer nuestra imagen resaltar que nuestra aportación 
en la lucha contra la corrupción no se mueve en un ámbito aislado, sino que somos participantes 
activos y nos integramos junto con otras entidades, en plataformas de reconocido prestigio de 
carácter nacional e internacional, precisamente para demostrar nuestro compromiso con la 
sociedad en este problema y ser más eficaces en su prevención y solución. 
 
El texto definitivo de la parte expositiva quedaría con la siguiente redacción.  
 “Una nueva etapa histórica se está abriendo en nuestra sociedad. Nuevos tiempos que 
exigen mayor transparencia y participación de la ciudadanía en unas instituciones públicas que 
necesitan relegitimarse urgentemente.  
 Se abre un proceso de necesario dialogo no sólo entre las distintas fuerzas políticas sino 
también entre éstas, los operadores jurídicos y el conjunto de los/as administrados.  
 En el concreto ámbito del sector público local, los habilitados nacionales estamos 
llamados a desempeñar un papel de primer orden dentro de este proceso, gracias al plus de 
imparcialidad e independencia con el que actuamos, a los estrictos criterios de mérito, 
publicidad y capacidad con los que somos seleccionados y a la alta formación y cualificación que 
recibimos.  
 En este marco queremos llamar la atención respecto a una serie de cuestiones de 
indudable actualidad que nos afectan profundamente en cuanto a ciudadanos/as y servidores 
públicos y sobre las cuales en nuestra calidad de profesionales de la administración y desde la  
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más estricta objetividad, neutralidad, imparcialidad e independencia, queremos contribuir a su 
solución y mejora. Estas son, la crisis económica, la corrupción y la implantación de la 
administración electrónica. 
 Es un hecho innegable que la recesión económica ha traído consigo un empobrecimiento 
de parte de la población y una disminución de las prestaciones del estado del bienestar. En esta 
coyuntura cabe resaltar que las entidades locales en su conjunto han tenido un comportamiento 
ejemplar, como ha quedado demostrado por el cumplimiento de los objetivos marcados por el 
Estado, el cierre de los sucesivos ejercicios con resultado de capacidad de financiación y el 
mantenimiento del nivel de deuda por debajo de los márgenes legalmente establecidos.  
 Ante esta realidad, hay que poner de relieve el papel nuclear que desempeñan los/as 
habilitados/as nacionales en la articulación y puesta en práctica de las diversas medidas 
adoptadas para afrontar esta crisis económica sin escatimar esfuerzos añadidos derivados de un 
mayor volumen de trabajo y asumiendo nuevas responsabilidades  lo que justifica no sólo un 
reconocimiento público a su labor, -que es lo de menos-,  sino principalmente la aprobación 
urgente de una normativa encaminada a reforzar su régimen jurídico así como la cobertura de 
las plazas vacantes que más adelante tendremos ocasión de concretar. 
 El otro protagonista de nuestra realidad municipal, junto a la crisis, ha sido 
lamentablemente la corrupción.  
 Sin perjuicio de las críticas que al modelo de organización político-administrativo de la 
Administración local española pudieran hacerse, lo cierto es que han sido en los ámbitos del 
urbanismo y de la contratación a gran escala donde se han fraguado los mayores casos de 
corrupción política en el ámbito local. Además, cabe aludir también a esas otras corruptelas en 
la gestión diaria que se mueven en las esferas de la contratación menor y de personal, más 
habituales de lo deseable y que, aunque por su menor relieve no suelen ser noticia de los medios 
de comunicación, contribuyen a crear un caldo de cultivo de impunidad en quienes las cometen 
ante la indignación de los/as vecinos/as de nuestros municipios, que suelen ser los principales 
perjudicados/as. 
 Ciertamente, entre los casos de corrupción, muy pocos de los afectados ostentan la 
condición de funcionarios y entre éstos, casi ninguno pertenece a nuestra escala, y aunque hay 
que destacar que se han articulado algunas medidas muy positivas para nuestro colectivo como 
la configuración del nuevo régimen disciplinario que nos dota de más independencia, son 
necesarias nuevas reformas a nivel global siendo necesario para ello un pacto de Estado por la 
ética pública y contra la corrupción. 
 En este sentido reiteramos la exigencia de un nuevo régimen jurídico para la habilitación 
nacional y queremos hacernos eco de las cuarenta medidas,- cuatro de ellas específicas para la 
Administración Local-,  que la Comisión de medidas legales y sociales contra la corrupción, 
creada en el seno de la ONG Transparencia Internacional España, e integrada entre otras 
instituciones por el Consejo General de SITAL, ha remitido a los partidos para prevenir y combatir 
la corrupción política e institucional en nuestro país.  
 Finalmente, cabe señalar que la importancia que las nuevas tecnologías están 
adquiriendo en nuestra sociedad reclama que la Administración se adapte al entorno digital. La 
implantación de la administración electrónica constituye un fenómeno inaplazable e inevitable 
que afecta de lleno a nuestra profesión y constituye una ocasión única para reforzar el liderazgo 
que protagonizamos en las Entidades Locales desde el ejercicio de las funciones reservadas en 
términos de legalidad y eficiencia. 
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 Con motivo de la próxima entrada en vigor de las nuevas leyes de procedimiento y 
régimen jurídico, -Leyes 39 y 49/2015, de 1 de octubre-, que regulan una serie de herramientas 
de firma automatizadas (sello de órgano, sello de tiempo, copias electrónicas..) pertenecientes al 
ámbito de la llamada actuación administrativa automatizada (AAA), queremos poner de relieve 
la existencia de otras manifestaciones de la fe pública electrónica que permanecen y deben 
preservarse en el reducto indelegable de los secretarios, interventores y secretarios-
interventores para mayor  garantía de la transparencia y buen gobierno de las Corporaciones 
Locales. El ejemplo paradigmático a estos efectos, lo constituye el acta de los plenos -por 
supuesto ya electrónica, tanto en formato escrito como audiovisual- que sin duda forma parte de 
este reducto indiscutible que siempre pertenecerá a la función “cuasipersonal” de fe pública del 
secretario, y nunca a la AAA. 
 En definitiva, manifestamos nuestra predisposición para desempeñar un papel activo en 
la implantación y generalización del procedimiento electrónico a través de la firma electrónica y 
vincular ésta, de forma indisoluble, a la función de fe pública secretarial. 
 
Por nuestra parte, los Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local, reunidos 
en el XI Congreso de COSITAL, acordamos 
 
PRIMERO: Nuestro más firme compromiso de colaboración con la sociedad y los gobiernos locales 
para garantizar los derechos de las personas en todo lo que atañe a nuestra profesión. 
 
A tal efecto, los profesionales locales aquí reunidos pondremos todos nuestro conocimiento y 
nuestra especial formación y cualificación al servicio de la ciudadanía para mayor garantía de los 
derechos de las personas, tales como el de acceso a la información pública, la transparencia activa 
y la participación democrática en las instituciones locales; todo ello con arreglo a los principios de 
igualdad y no discriminación, procurando siempre la satisfacción del interés general, liderando 
desde la más estricta objetividad e imparcialidad las funciones necesarias para garantizar estos 
principios, sin perjuicio de la dirección de los servicios correspondientes, con la eficiencia, calidad y 
eficacia que hoy demanda la ciudadanía.  
 
SEGUNDO: En cuanto a la administración electrónica, consideramos esencial que se reconozca el 
rol catalizador de los habilitados nacionales respecto del procedimiento electrónico local, 
recogiendo expresamente en la normativa los aspectos relativos a la moderna función de fe 
pública electrónica, así como también en la implantación del procedimiento administrativo 
electrónico en general, incluidos los aspectos organizativos, todo ello para garantizar la necesaria 
transformación digital de las entidades locales y que esta se produzca, además, en condiciones de 
homogeneidad en todos los ayuntamientos, diputaciones, cabildos y consejos. 
 
TERCERO: Como empleados públicos, entendemos que para que los secretarios, interventores y 
tesoreros de Administración local podamos ser un instrumento adecuado en la superación de la 
crisis económica, en la disminución de la corrupción a niveles equivalentes a otros estados de 
nuestro entorno, en un funcionamiento eficaz y eficiente de las administraciones públicas y en la 
adecuada garantía de los derechos de las personas, en el marco de un gobierno abierto, 
transparente y participativo, para una mayor garantía de los derechos de las personas, deben 
adoptarse por los responsables públicos correspondientes, de modo inmediato, las siguientes 
medidas: 
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Primera: Que con independencia de los avatares que puedan acontecer en relación con la 
polémica de carácter político sobre la derogación o mantenimiento de la LRSAL:  
 

1. Se proceda a su reforma, eliminando el sistema de provisión de puestos mediante libre 
designación para los secretarios, interventores y tesoreros de Administración local, 
estableciendo el concurso como único sistema de provisión, por entender que la 
provisión mediante libre designación, lo que comporta el libre cese, es incompatible 
con un control adecuado de la legalidad de los actos y acuerdos de los órganos de las 
entidades locales. 
 

2. Que, en todo caso, se mantenga la actual configuración del régimen disciplinario de los 
secretarios, interventores y tesoreros de Administración local, que ha supuesto un 
gran avance, al ofrecer una mayor garantía de objetividad e independencia en el 
ejercicio de sus funciones, ya sea en la de control de la gestión económico-financiera, 
en la del manejo y custodia de los fondos públicos, en la de función de recaudación o 
en las funciones de fe pública y el asesoramiento legal preceptivo. 

  
Segunda: Que con independencia de que algunas de las reivindicaciones del colectivo no se hayan 
recogido expresamente, se proceda a la aprobación por el Gobierno lo antes posible del real 
decreto por el que se regula el control interno de las entidades del sector público local, dado su 
avanzado estado de tramitación con las observaciones recogidas en el dictamen del Consejo de 
Estado, en cumplimiento del mandato legal de las Cortes Generales.  
 

 ENMIENDA CONSEJO AUTONOMICO CASTILLA-LA MANCHA 
 

FUNDAMENTO 
 
Considerando que la situación de Gobierno de la nación  en funciones está afectando a la  

aprobación del Real Decreto por el que se regula el control interno de las entidades del sector 
público local y del Real Decreto por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de 
Administración local con habilitación de carácter nacional, y vista que la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 02.12.2005, de enorme interés para la cuestión relativa al  alcance de las facultades 
del Gobierno en funciones  concluye al final del FD 9, 
  
“…En definitiva, el despacho ordinario de los asuntos públicos comprende todos aquellos cuya 
resolución no implique el establecimiento de nuevas orientaciones políticas ni signifique 
condicionamiento, compromiso o impedimento para las que deba fijar el nuevo Gobierno. Y esa 
cualidad que excluye a un asunto del despacho ordinario ha de apreciarse, caso por caso, 
atendiendo a su naturaleza, a las consecuencias de la decisión a adoptar y al concreto contexto 
en que deba producirse. “ 
 
 Entendemos que la situación actual no impide aprobar dado su estado de tramitación los 
citados Reales Decretos de referencia esenciales para nuestro funcionamiento y el de las 
Administraciones Locales en el que prestamos nuestros servicios. 
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TEXTO. MODIFICAR 

 
Segunda: Que se proceda lo antes posible al cumplimiento de las previsiones 

establecidas en la Ley, mediante la aprobación por el Gobierno del Real Decreto por el que se 
regula el control interno de las entidades del sector público local y del Real Decreto por el que se 
regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración local con habilitación de 
carácter nacional, pues ambas normas se encuentran en avanzado estado de tramitación con las 
observaciones recogidas en sendos dictámenes del Consejo de Estado. 
 

Resulta urgente y necesario para el interés general que ambas normas se aprueben pues 
la demora a la que están sometidas repercute negativamente en los objetivos propuestos por la 
Ley de mayor rigor en el control económico-presupuestario, y la falta de desarrollo 
reglamentario del régimen jurídico de la Escala incide negativamente en la necesaria 
independencia y la eficacia del control de la legalidad, provocándose situaciones de inseguridad 
jurídica que vienen generando numerosos procedimientos judiciales en aspectos tales como 
nombramientos provisionales, libre designación, expedientes disciplinarios y concursos para la 
provisión de puestos.  
 

En todo caso, con independencia de esa urgencia y necesidad para el interés general, el 
despacho ordinario de los asuntos públicos en una situación de Gobierno en funciones como en 
la que nos hallamos, que se ha ampliado en el tiempo mucho más de su inicial previsión, 
comprendería la resolución de aquellos asuntos sin que ello suponga el establecimiento de 
nuevas orientaciones políticas, ni tampoco signifique condicionamiento, compromiso o 
impedimento para las que deba fijar el nuevo Gobierno, como la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo ha tenido ocasión de pronunciar. 
  

Tercera: Que se proceda lo antes posible al cumplimiento de las previsiones legales, mediante 
la aprobación por el Gobierno del real decreto por el que se regule el régimen jurídico de los 
funcionarios de Administración local con habilitación de carácter nacional, que ha sido 
dictaminado por el Consejo de Estado, con las observaciones recogidas en las alegaciones 
remitidas en su día al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y en especial las 
siguientes: 
 

Tercera: Que la aprobación del desarrollo reglamentario del régimen jurídico de la Escala 
incluya las observaciones recogidas en las alegaciones remitidas en su día por COSITAL al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y en especial las siguientes: 
 

1. La finalización de una vez por todas de la discriminación de este colectivo en relación con 
los derechos de carrera profesional y promoción interna, de conformidad con las 
resoluciones aprobadas por los órganos competentes del Consejo General, de modo que 
sea efectiva la posibilidad de la carrera horizontal prevista en el artículo 17 del TREBEP. 
 

2. Que para la provisión de los puestos de tesorería en los municipios de menos de 5.000 
habitantes se establezca un sistema que permita su cobertura por funcionarios con 
habilitación nacional, mediante la asignación a los servicios de asistencia técnica de las 
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diputaciones provinciales, o en su caso comunidades autónomas uniprovinciales, que 
deberán contar para ello con funcionarios pertenecientes a la subescala de secretaría-
intervención o a través de la agrupación de ayuntamientos para el sostenimiento en 
común de un puesto de tesorería. 
 

3. Que se posibiliten, sin trabas, los nombramientos provisionales y las comisiones de 
servicio entre distintas categorías dentro de la misma subescala, y entre distintas 
subescalas, en los supuestos en los que el puesto no pueda ser cubierto por un profesional 
con habilitación de carácter nacional de la misma categoría y subescala, dando así una 
lógica y efectiva preferencia a quien ostenta la habilitación legal correspondiente frente a 
los nombramientos interinos y accidentales, todo ello para una mayor garantía del control 
de la legalidad y de los fondos públicos. 
 

PRIMERA ENMIENDA COLEGIO TERRITORIAL DE BURGOS  
 
Planteamiento y Justificación: Todos los sistemas excepcionales de provisión de puestos 
previstos actualmente (Provisional, Acumulación, Comisión de Servicios, Accidental o 
Interino) precisan acreditar en su respectivo expediente las circunstancias que han 
determinado la oportunidad de su utilización. 
 
En los nombramientos Provisionales el acuerdo de las Corporaciones afectadas en caso 
de existencia de más de un posible candidato o la no existencia de habilitados de la 
misma subescala interesados en cubrir la vacante. En las Acumulaciones la imposibilidad 
de acudir a los nombramientos provisionales o comisiones de Servicio. En estas, la 
imposibilidad de nombramientos provisionales. En los Accidentales la imposibilidad de 
nombramientos provisionales, comisiones de servicio o acumulaciones. Exactamente 
igual en los Interinos. 
 
Sucede que NO EXISTE publicidad alguna al respecto. NO se contempla en ninguno de 
esos casos, como exigencia procedimental oportuna, la PUBLICACION de anuncios en los 
diarios oficiales correspondientes, con lo que los habilitados de una misma Subescala y 
Categoría o los otros habilitados de diferente Subescala y Categoría, posiblemente 
interesados en un nombramiento Provisional desconocen su mera existencia; lo mismo 
ocurre con los habilitados que pudieran estar interesados en una concreta Acumulación 
o Comisión de Servicios. Por derivación, ese mismo desconocimiento hace ilusoria 
después la prevención prevista en los nombramientos Accidentales e Interinos de que 
debe quedar acreditada la inexistencia de Habilitados interesados en cubrir las vacantes 
mediante alguno de los sistemas anteriores. 
 
La única forma de asegurar la correcta provisión de puestos, en la forma prevista, seria 
dando la correspondiente publicidad a las mismas, aunque fuera de forma breve y 
limitada. 
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ADICIÓN en observación tercera 

“La incoación de cualquier expediente para la provisión excepcional de puestos 
reservados a Habilitados Nacionales exigirá la publicación del correspondiente anuncio 
en el BOP y en la página WEB municipal a fin de que los posibles interesados puedan 
presentar sus solicitudes”.  
 

4. El cumplimiento adecuado del principio de mérito y capacidad en el cómputo de méritos 
generales que se establezca, de forma que no se discrimine a quien ha permanecido en el 
ejercicio de las funciones reservadas frente a quienes, habiéndolas desarrollado durante 
igual o menor período de tiempo, han desempeñado puestos distintos en las distintas 
administraciones públicas. 
 

Cuarta: Que se extreme el rigor por parte de la Administración General del Estado y de las 
comunidades autónomas en el análisis los baremos de méritos específicos aprobados por las 
entidades locales y que, cuando no sean conformes con los principios de objetividad, 
imparcialidad, mérito y capacidad; requieran y en caso de incumplimiento impugnen el acuerdo 
aprobatorio en los términos del artículo 65 de la Ley 7/1985 de 2 de abril. 
 
Todo ello con el fin de evitar corruptelas e ilegalidades manifiestas en perjuicio de los principios de 
igualdad, mérito y capacidad, que se han venido produciendo sin que la Administración del Estado 
ni las comunidades autónomas hayan intervenido para evitarlas, aun estando obligadas a ello por 
lo dispuesto en la LRBRL ,que regula la necesaria impugnación por estas Administraciones públicas 
de los actos de las entidades locales que vulneren el ordenamiento jurídico, habiendo tenido que 
intervenir, sin los medios humanos y materiales necesarios, los Colegios Oficiales de SITAL. 
 
SEGUNDA ENMIENDA COLEGIO TERRITORIAL DE BURGOS  
 
INSERCIÓN en Medida Quinta. 
 
Planteamiento y Justificación.- Tras el deseo de que tanto la Administración del Estado como la 
de las Comunidades Autónomas extremen su celo en el análisis de los baremos específicos 
aprobados por las Corporaciones Locales para evitar corruptelas  e ilegalidades (Medida Cuarta 
anterior), se considera idóneo establecer una suerte de números clausus de méritos objetivos a 
los que necesariamente debieran acogerse las Corporaciones Locales que así lo considerasen, 
según su propio criterio, lo que evitaría precisamente los baremos ad personam. 
 
Quinta: Que se incorpore al proyecto de Real Decreto por el que se regula nuestro régimen 
jurídico una relación de méritos específicos a los que podrán acogerse libremente las 

Corporaciones Locales interesadas, en los que se refleje la doctrina que la jurisprudencia ha 
ido consolidando respecto de los criterios a que han de atenerse estos baremos, entre otros: 
 
a) Composición exclusivamente técnica de los tribunales. 
b) Ponderación de las puntuaciones derivadas de cifras presupuestarias o de población, 

debiendo ser proporcionadas y razonablemente escaladas. 
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c) Prohibición de los baremos ad personam. 
d) Que las puntuaciones por cursos realizados o impartidos o publicaciones respondan a criterios 

de razonabilidad, ponderación y proporcionalidad según el número de horas y estén 
directamente relacionadas con el puesto de trabajo y con la Administración Local. 

e) En todo caso han de respetarse los principios de igualdad, mérito y capacidad. 

Sexta: Que por el Gobierno se apruebe anualmente una oferta de empleo público que garantice, la 
cobertura, con arreglos a estrictos principios de mérito y capacidad, de un número de plazas 
suficiente para que un plazo no superior a tres años se encuentren cubiertas la práctica totalidad 
de las vacantes existentes,  que en la actualidad son aproximadamente un tercio de los puestos de 
trabajo en todo el territorio nacional, situación inasumible, como ha denunciado el propio Tribunal 
de Cuentas, que exige medidas excepcionales para que el control de legalidad y de los fondos 
públicos en las entidades locales no se vea, como en la actualidad, gravemente perjudicado, 
cuando no imposibilitado. 
 

SEGUNDA ENMIENDA COLEGIO TERRITORIAL DE ALBACETE 
 

Se propone:  

 

 O añadir un párrafo final con la siguiente redacción. 

 

Las menciones que se hacen en la presente Declaración a funcionarios, ciudadanos, 
Secretarios, Interventores y Tesoreros se entenderán referidas indistintamente a las 
funcionarias o funcionarios, ciudadanas o ciudadanos, Secretarias o Secretarios, 
Interventoras o Interventores, Tesoreras o Tesoreros. 

 
O añadir el correspondiente género a cada expresión. 

 
Fundamento: La disposición adicional primera de los Estatutos Generales de la 

Organización Colegial actualmente vigentes alude a la utilización de los géneros masculino y 

femenino en las menciones contenidas dentro de los citados Estatutos.  

 

Con mayor razón, y por coherencia con la citada disposición adicional, este Colegio 

entiende que en los documentos oficiales aprobados por las Asambleas de nuestro colectivo se 

hace necesario y conveniente el uso de una terminología armónica con el principio de igualdad 

de sexos que además redundaría en una mejora de la imagen que nuestro colectivo proyecta 

hacia la sociedad 
 


